Santiago, veinticinco de septiembre del año dos mil seis. 
 Vistos: 
 Se eliminan los considerandos décimo y undécimo, ambos inclusives, de la sentencia en alzada. 
 Y teniendo en su lugar y, además, presente: 
 1º) Que el recurso de protección de garantías constitucionales establecido en el artículo 20 de la Constitución Política de la República, constituye jurídicamente una acción, destinada a amparar el libre ejercicio de las garantías y derechos preexistentes, que en esa misma disposición se enumeran, mediante la adopción de medidas de resguardo que se deben tomar ante un acto u omisión arbitrario o ilegal que prive, perturbe o amenace ese ejercicio; 
 2º) Que, como surge de lo transcrito, es requisito indispensable de esta acción la existencia de un acto u omisión ilegal ?lo que significa que ha de ser contrario a la ley- o arbitrario -producto del mero capricho de quien incurre en él-, y que provoque alguna de las situaciones que se han indicado, afectando una o más de las garantías constitucionales protegidas. Esto es, son variadas las exigencias que deben rodear la presentación y, ciertamente, motivar el acogimiento de una acción de la naturaleza indicada; 


40  3º) Que, en la especie, la Confederación de Sindicatos de Trabajadores Bancarios y Afines de Chile, en representación de los trabajadores afiliados a los sindicatos de empresas bancarias que la conforman, solicitó amparo constitucional por la presente vía, en contra del Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras, don Gustavo Arriagada Morales, por cuanto éste ?de manera formal y solemne? emitió una declaración pública en que fija la posición, criterio y política de la Superintendencia que dirige, respecto del funcionamiento de los Bancos en los días domingos y festivos; 


 4°) Que los recurrentes explican que el recurrido se arrogó competencias que no tendría y desconoció resoluciones de la Dirección del Trabajo, ?en cuanto autoriza a las instituciones bancarias y financieras para prestar determinados servicios los días señalados y festivos?, vulnerando así las garantías constitucionales que indica, privando de los derechos laborales a los trabajadores del sector bancario; 
     5º) Que lo primero que ha de tenerse en cuenta, para decidir en forma adecuada la presente materia, es la circunstancia de que revisada la declaración pública que se objeta, se advierte que mediante ella la Superintendencia recurrida se limitó a afirmar que dicho organismo tendría facultades para otorgar las autorizaciones a que se refiere; 
 6º) Que, como aparece de lo transcrito previamente y de los antecedentes que entrega el proceso, la declaración que se pretende impugnar mediante el presente arbitrio constituye tan sólo una afirmación, que no tiene, en sí misma, fuerza obligatoria puesto que nada decide u ordena; consiste en una mera opinión de la autoridad requerida respecto a la materia de que se trata, que no produce efecto negativo alguno que pueda afectar las garantías constitucionales invocadas por los recurrentes; 
 7º) Que, en razón de lo manifestado, se puede aseverar que la actuación de la entidad recurrida no ha resultado atentatoria al ejercicio de los derechos de los recurrentes, circunstancia que a su turno, impide el acogimiento de la acción deducida porque, no habiendo agravio, no se pueden adoptar medidas de protección, por no proceder en dicho evento, dada la ausencia de consecuencias o efectos perjudiciales concretos a los que se hubiere de poner término; 
   8°) Que la conclusión anterior, como resulta evidente, surge de manera natural del examen del artículo 20 de la Carta Fundamental de la República, en cuanto dispone que la Corte de Apelaciones ?adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado...?. 
 Puede deducirse de lo anterior que, para que los tribunales puedan brindar la protección requerida, es necesario que exista un afectado, esto es, alguien que haya sufrido efectos perjudiciales del acto u omisión reprochados. 
 Sin embargo, en el presente caso, dado que tal acto es tan sólo de una declaración pública, actuación inofensiva desde el punto de vista jurídico y que por lo tanto no puede producir efectos dañosos; por ende, no hay medida ninguna que se pueda adoptar; 
 9º) Que, conforme con lo expuesto y razonado, el recurso interpuesto no puede prosperar y debe ser desechado. 
 En conformidad, asimismo, con lo que disponen el artículo 20 de la Constitución Política de la República y el Auto Acordado de esta Corte, sobre Tramitación del Recurso de Protección de Garantías Constitucionales se confirma la sentencia apelada, de once de agosto último, escrita a fojas 103. 
 Regístrese y devuélvase, con sus agregados. 
 Redacción a cargo del Ministro Sr. Juica. 
 Rol Nº 4.390-2006. Pronunciado por la Tercera Sala, integrada por los Ministros Sr. Ricardo Gálvez, Sr. Milton Juica y Sr. Adalis Oyarzún; y los Abogados Integrantes Sres. José Fernández y Óscar Herrera. No firman los Sres. Fernández y Herrera, no obstante haber concurrido a la vista del recurso y acuerdo del fallo por estar ausentes. 
  
  
  
  
  
  
Autorizado por la Secretaria Subrogante Sra. Carola A. Herrera Brümmer. 

